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Regulación de 
las pruebas 
de acceso a la 
Universidad. 
Cambiar las 
reglas de juego 
a mitad del 
partido puede 
ser lícito, pero 
en ningún 
caso es justo

L a regulación de las pruebas de acceso a la 
Universidad ha sido motivo de polémica desde la 
aprobación de la LOMCE por el rechazo mayoritario 

que suscitaban las pruebas de revalida que dicha 
norma establecía. No es de extrañar, por tanto, que 
el cambio habido en el equilibrio de fuerzas políticas 
en nuestro país tras los últimos procesos electorales 
haya propiciado diversas modificaciones en dicha 
Ley, siendo especialmente significativa la decisión de 
suspender la aplicación de las normas relativas a las 
pruebas de reválida.

Esta decisión obligaba a establecer una nueva regulación 
de las pruebas de acceso a la Universidad ya que las 
normas que regulaban la antigua PAU habían sido 
derogadas por la LOMCE, las pruebas de revalida 
establecidas en la LOMCE habían quedado suspendidas y 
las asignaturas cursadas en bachillerato habían cambiado 
como consecuencia de la progresiva aplicación de la 
LOMCE.

Hasta aquí todo lógico y correcto. El problema surge 
cuando el cambio regulatorio se produce en diciembre 
de 2016, con la pretensión de que dichos cambios 
sean aplicados ya en las pruebas de acceso que han 
de celebrarse a partir de junio de 2017.

El cambio regulatorio es mas profundo y afectaba 
a la organización de las pruebas de acceso a la 

Universidad previstas para 
ese año, cuyo contenido, 
f o r m a t o  y  r e g u l a c i ó n 
cambiaba sustancialmente, 
afectando a alumnos que ya 
se encontraban cursando 
segundo de bachillerato y 
que veían como cambiaban 
repentinamente las reglas por 
las que se rige una prueba 
que resulta decisiva para sus 
aspiraciones personales y 
profesionales.

El sistema educativo español 
ha vinculado tradicionalmente 
las pruebas de acceso a la 

Universidad con los resultados obtenidos en los 
dos cursos de bachillerato, por lo que las decisiones 
adoptadas por el alumnado al cursar estos cursos, 
tanto respecto de las asignaturas, como respecto de 
las calificaciones obtenidas, tienen una incidencia 
muy directa sobre sus posibilidades de acceso a los 
estudios universitarios deseados. Por ello, resulta 
una cuestión de seguridad jurídica y de pura lógica 
que las decisiones que impliquen cambios en la 
regulación de las pruebas de acceso a la Universidad 
se adopten con la antelación necesaria y no entren 
en vigor hasta, cuando menos, dos años después 
de su adopción para posibilitar que el alumnado 
que va a cursar el bachillerato pueda tomar sus 
decisiones académicas con conocimiento de las 
consecuencias que dichas decisiones van a tener en 
sus opciones de acceso a los estudios universitarios.

Lamentablemente, por circunstancias que no 
debemos entrar a valorar, las decisiones sobre la 
nueva prueba de acceso se han adoptado demasiado 
tarde, obviando los requerimiento de la lógica y 
las exigencias del principio de seguridad jurídica.

Esto ha supuesto que los cambios habidos incidieran 
doblemente sobre el alumnado que estaba cursando 
en 2017 segundo de bachillerato, ya que, por un 
lado, los cambios se habían conocido cuando ya 
el curso estaba iniciado y no podían cambiarse 
las decisiones adoptadas a principios de curso 
sobre las asignaturas a cursar y, porque algunas 
de las decisiones adoptadas cuando se cursaba 
primero de bachillerato podían resultar ahora 
perjudiciales para las posibilidades de acceso a 
los estudios deseados, sin que tuvieran ocasión 
ni tiempo para cambiar unas u otras.

Han sido muy numerosas las quejas recibidas en 
esta Institución por este motivo, por lo que acordó 
iniciar de oficio la queja 17/1003, con objeto de 
dirigirnos a las autoridades educativas andaluzas 
a fin de hacerles partícipes de nuestra profunda 
preocupación por la situación en que quedaba el 
alumnado de bachillerato afectado por el cambio 
regulatorio.

Aunque eramos conscientes de la premura de tiempo 
y de la necesidad de respetar los contenidos básicos 
regulados en la normativa estatal, pensábamos 
que podría existir margen regulatorio para adoptar 
algunas decisiones que implicasen cambios en la 
ordenación en Andalucía de las pruebas de acceso 

“ 
Es una 

cuestión de 
seguridad 
jurídica 
y de pura 
lógica que 
cualquier 
cambio en 
las pruebas 
de acceso a la 
Universidad 
se adopte con 
antelación”

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-las-consecuencias-negativas-por-los-cambios-en-el-sistema-de-acceso-a-la-universidad
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El caso de los 
valoradores de 
la Dependencia

U na de las secuelas importantes que ha 
dejado este periodo de restricciones y 
debilitamiento de los derechos sociales, 

inherentes a la situación de crisis padecida, ha sido 
la precarización de las condiciones de trabajo, en 
general, y que, en el ámbito público, se ha traducido 
en un incremento considerable de la ocupación 
temporal de puestos de estructura por motivos 
coyunturales de índole presupuestaria.

Esta situación, que repercutió en todo el ámbito 
del empleo público, afectó más si cabe a aquellos 
servicios asistenciales comprometidos a dar una 
respuesta inmediata a las personas que padecen 
situaciones de necesidad que han de ser atendidas 
y que no entienden de crisis, ni de periodos de 
ajustes a la hora de demandar esa atención que 
constituye un derecho reconocido y garantizado 
por norrmas de rango legal.

Entre estas necesidades, una de las más requeridas 
y precisadas de una respuesta inmediata por 
parte de las Administraciones públicas, es la que 
deriva de la aplicación de la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de promoción de la autonomía 
personal y atención a las personas en situación 
de dependencia, que reconoce el derecho de estas 

personas a acceder en condiciones de igualdad a 
las prestaciones y servicios previstos. Ello supuso 
un paso cualitativo muy importante para consolidar 
el Estado del Bienestar a que compromete nuestra 
Constitución y el Estatuto de Autonomía para 
Andalucía.

Para el desarrollo de esta 
actividad asistencial, el 
colectivo fundamental 
para la prestación de 
estos servicios es el del 
personal valorador 
de la dependencia. La 
incorporación de este 
colectivo fue consecuencia 
de la entrada en vigor 
de  la  Ley  39/2006 , 
que supuso para las 
Comunidades Autónomas 
una importante carga de 
trabajo añadida que no 
podían afrontar con las plantillas de personal fijo 
de las que disponían en aquel momento, por lo que 
optaron por atender esas nuevas necesidades con 
nombramientos en interinidad y con contrataciones 
laborales temporales.

En el contexto temporal en el que nace la citada 
ley, su implementación se ve afectada por el 
periodo de ajustes presupuestarios, que afectaron 
severamente el empleo público, y que se tradujo en 
las restricciones de las tasas anuales de reposición 
establecidas en las leyes de presupuestos de esos 

a la Universidad que evitasen o redujesen algunas 
de las consecuencias perjudiciales que se derivaban 
de la normativa estatal para el alumnado andaluz.

En este sentido, consideramos oportuno trasladar 
a las autoridades educativas andaluzas la siguiente 
Sugerencia: que se estudien las posibilidades de 
introducir cambios en la ordenación de las pruebas 
de acceso a la Universidad que permitan evitar o 
reducir las consecuencias perjudiciales que se derivan 
de la normativa estatal para el alumnado andaluz.

Lamentablemente esta resolución no ha tenido la 
acogida esperada por parte de sus destinatarios.

Está claro que cambiar las reglas de juego con 
el partido ya comenzado, aunque pueda ser 
jurídicamente correcto, será siempre una decisión 
inapropiada e injusta para quienes protagonizan 
el encuentro. Esperemos que al menos se haya 
aprendido la lección. “ La entrada 

en vigor de la 
Ley 39/2006, 
supuso para las 
Comunidades 
Autónomas 
una importante 
carga de trabajo 
añadida que no 
podían afrontar 
con las plantillas 
de personal fijo”

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/reclamamos-medidas-para-reducir-las-consecuencias-negativas-por-los-cambios-en-las-pruebas-de-acceso
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